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El octubrismo volvió a hacerse presente en el país con motivo del tercer aniversario del estallido social. 
En una jornada en que las principales ciudades se paralizaron temprano y el gobierno desplegó 26 mil 
carabineros para resguardar los bienes públicos, el ministerio del Interior reportó 150 eventos graves, 
siete saqueos a locales comerciales (el más grave en el Alvi y una farmacia familiar en Puente Alto), 
quema de buses en el centro de Santiago y Valparaíso y 195 detenidos, aunque Carabineros destacó que, 
respecto al año pasado, los hechos delictivos disminuyeron en un 68%.
El 18 de octubre puso de manifiesto nuevamente la polarización en la sociedad chilena sobre las 
causas que llevaron a la revuelta y sus efectos en el escenario político. Mientras el presidente Gabriel 
Boric afirmaba que “el estallido no fue una revolución anticapitalista y tampoco una pura ola de 
delincuencia, sino una expresión de dolores y fracturas de la sociedad”, para el analista Max Colodro “ la 
actual generación en el poder está sufriendo las consecuencias de haber validado la violencia en 
democracia, y, para revertir la situación no basta borrar los tuits sino mostrar una dura convicción de 
que las fuerzas políticas gobernantes tienen que pagar un precio por ejercer la autoridad y el uso de la 
fuerza por parte del Estado”. 

Durante las últimas semanas del mes se agudizó el quiebre entre las dos “almas” del conglomerado de 
gobierno (FA+PC versus socialismo democrático). Mientras este último, representado desde el cambio 
de gabinete por Carolina Tohá, Mario Marcel y Ana Lya Uriarte señalaban que las prioridades del 
gobierno eran la seguridad pública, abordar los efectos de la inflación en la economía de las personas y 
llevar adelante el nuevo proceso constituyente a través de acuerdos con la oposición, la Nueva Mayoría, 
a través del presidente del PC afirmaban que el programa original seguía plenamente vigente, y 
Guillermo Tellier declaraba que el pleno del Comité Central había acordado retomar la agenda para 
llevar adelante las reformas emblemáticas del gobierno, con una estrategia de movilización de masas.  Al 
mismo tiempo, en polémica entrevista en El Mercurio el senador y presidente de Revolución 
Democrática (el partido del presidente), Juan Ignacio Latorre declaraba:” Que la ex Concertación no 
venga a decirnos cómo gestionar una coalición” y reafirmaba la voluntad de su partido de “superar el 
neoliberalismo”.

Muy decidora del ánimo de los chilenos post-plebiscito es la encuesta Chile Dice (Universidad Alberto 
Hurtado y Criteria), que muestra una aguda crisis institucional (82% confía poco o nada en las 
instituciones), una sensación de pesimismo hacia el futuro (57% cree que su situación empeorará) y 
una desorientación como sociedad (59% cree que el país está muy polarizado y no tiene claro a dónde 
va).

Con las encuestas mostrando un fuerte deterioro de la imagen presidencial( 26% de aprobación según 
CADEM), interpelaciones públicas al mandatario (en aniversario de CONAPYME), y un grave deterioro de 
la situación económica (Credit Suisse proyecta una caída del 2,3%, el FMI -1,3% en el PIB 2023 y el Banco 
Mundial prevé que la pobreza en Chile llegará al 10,5% en 2022) , el presidente Boric llamó a trabajar 
unidos el sector público y privado (“nadie se salva solo; nos necesitamos todos”) durante la cena de 
Sofofa, y la ministra de RREE anunció que el TPP11 se ratificaría este año, contradiciendo al 
subsecretario de Relaciones Internacionales, y dando así una señal a los inversionistas de que Chile 
buscará dar seguridades de compromiso con su política comercial.

A estas señales de que al interior de gobierno estaría adoptándose una estrategia de mayor 
pragmatismo, alejándose del ánimo refundacional, se suman la decisión de La Moneda de consensuar 
un plan con todos los sectores políticos para hacer frente a la delincuencia y al narcotráfico y la 
búsqueda de acuerdos para lograr apoyo en el Congreso en materia de reforma tributaria y de 
pensiones, encabezadas por el ministro de Hacienda y la ministra del Trabajo y Seguridad Social. Se 
espera que en el cónclave del domingo 6 de noviembre el gobierno logre alinear a sus fuerzas en la 
nueva estrategia.

En los temas relacionados con la industria, el ministerio de Agricultura anunció la prohibición de 
algunos plaguicidas y presentó un nuevo plan de trabajo para regular los fitosanitarios.  Con la 
presencia de la directora del SAG, Andrea Collao, el ministro Esteban Valenzuela señaló que los 
productos que contengan clorpirifos etilico, clorpirifos metílico, dicloruro de Paraquat y metorrilo no 
podrán ser comercializados en el país, lo que afecta a 31 productos. El plan de fiscalización y regulación 
2022-2025, señalaron las autoridades, es un compromiso del gobierno de Gabriel Boric para dar mayor 
seguridad a la agricultura, y es fruto de un trabajo conjunto con el Colegio de Agrónomos, 
organizaciones campesinas, FEDEFRUTA, SNA, sector frutícola y otros sectores. Las medidas, señaló la 
autoridad, responden al interés del servicio por ir modernizando los plaguicidas disponibles para la 
agricultura, considerando nuevos estudios científicos y antecedentes técnicos que permitan tomar 
decisiones informadas y con sustento técnico. FEDEFRUTA mostró su disposición a hacer posible la 
producción de cada vez mayor producción verde en el país.

Revista del Campo informó que la versión 2022 del Premio Nacional de Innovación Avonni tuvo una 
importante participación en la categoría agricultura, con la participación de  emprendimientos que 
buscan una mayor eficiencia en la detección de aguas subterráneas, en mejorar la efectividad de la 
polinización en huertos y el uso de ultrasonido para revisar la calidad de las frutas.
El sector agrícola nacional dio su respaldo a la aprobación por parte del Senado del TPP11, y señaló la 
importancia que el gobierno lo ratifique por sus beneficios para el país, por el acceso a un mercado de 
500 millones de personas. El ex ministro de agricultura Carlos Furche señaló que,  no suscribirlo, se 
dañaría la competitividad de las agroexportaciones chilenas.


